El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Maria Lesly Torres García Vs Junta Regional Nacional de Invalidez Rad. 66001-31-05-001-2010-00810-02
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Providencia:                 Sentencia – Grado de consulta - 08 de marzo de 2017
Proceso
Ordinario Laboral – Confirma sentencia que negó las pretensiones
Radicación Nro.
66001-31-05-001-2010-00810-01
Demandante:
María Lesly Torres Valencia
Demandados:
Juntas Nacional de Calificación de Invalidez 
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión
Tema: 
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL. La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

En la fecha, siendo las tres y cincuenta y cinco de la tarde (3:55 p.m.), conforme se programó en auto anterior, esta Sala No 2 y su Secretario se constituyen en audiencia pública con el objeto de resolver la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral de Descongestión el 6 de marzo de 2005, dentro del proceso que la señora MARIA LESLY TORRES GARCÍA adelantar contra la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ y COLPENSIONES, radicado bajo el número 66001-31-05-001-2010-00810-01.

El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Lesly Torres García que la justicia laboral anule el dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez proferido el 25 de junio de 2009 y se profiera uno nuevo.

Aspira también, que en en el evento de que esta nueva valoración determine que su capacidad laboral ha disminuido en más del 50%, se ordene a Colpensiones a reconocerle y pagarle la pensión de invalidez.  Como pretensión subsidiaria, reclama la indemnización sustitutiva de dicha prestación. 
Fundamento de tales pretensiones consistió en que mediante dictamen de fecha 7 de noviembre de 2008 fue calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, con una pérdida de capacidad laboral equivalente a 42.31%, porcentaje que fue confirmado por la Junta Nacional de Calificación el día 25 de junio de 09; que para ésta última valoración se dispuso que fuera evaluada por las áreas de fisiatría, medicina interna y psiquiatría; no obstante, en atención a que su EPS no autorizó ni ordenó la práctica de dichos servicios a tiempo, la Junta Nacional procedió a rendir su dictamen sin contar con éstos conceptos.

Sostiene que en la actualidad, luego de realizados los exámenes complementarios, se puede establecer la gravedad de su condición médica, razón por la cual, de conformidad con lo establecido en el inciso 2º del artículo 35 del Decreto 2463 de 2001, acude a esta jurisdicción para solicitar la nulidad del dictamen de pérdida de capacidad laboral rendido en segunda instancia.

Finaliza indicando que en el evento de que la nueva valoración arroje que tiene el 50% o más de PCL, cuenta con los requisitos establecidos en la Ley 100 de 1993 para acceder a la pensión de invalidez por riesgo común.

El Instituto de Seguros Sociales –hoy Colpensiones- se vinculó a la litis admitiendo solo los hechos relacionados con los dictámenes proferidos por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez; los demás afirmó que no tenían la calidad de tales, pues se trataba de apreciaciones subjetivas y argumentos jurídicos expuestos por la promotora de la litis. Se opuso a las pretensiones y propuso como excepciones las que denominó “Exoneración de condena por buena fe”, “Inepta demanda por falta de agotamiento de la vía gubernativa”, “Prescripción” e “Improcedencia de los Intereses de mora o indexación”. –fl 194 a 200-.
La Junta Nacional de Calificación de Invalidez por su parte aceptó los hechos relacionados con el dictamen de PCL realizado a la actora por la Junta Regional de Calificación de Invalidez y por esa entidad; que a su turno ordenó la valoración de la paciente por las especialidades de fisiatría, medicina interna y psiquiatría y la ausencia de dichos conceptos médicos al momento de la valoración, a pesar de haberse concedido el término dos meses para aportarlos al expediente; los demás hechos alegó que no tenían la calidad de tales.

Frente a las prensiones indicó que no se oponía a ellas, en la medida en que éstas no tenían efectos jurídicos en su contra, además, porque entendía que era factible que la pérdida de capacidad laboral de la demandante, luego de cinco años de la valoración inicial haya aumentado al punto de alcanzar un porcentaje superior al 50%, máxime cuando se alega la existencia de hallazgos médicos posteriores a la calificación efectuada por esa entidad, aunque consideró que lo que correspondía era solicitar la recalificación ante el Fondo de Pensiones, conforme lo precisa el artículo 55 del Decreto 1352 de 2013. 
En sentencia de 6 de marzo de 2015, el juez con base en las pruebas allegadas negó las pretensiones de la demanda, al considerar la validez del dictamen rendido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, debido a que el mismo atendió la legislación vigente que regula su actuación, al paso que consideró la historia clínica que se puso a su conocimiento para realizar la pericia.

A la anterior decisión arribó, debido a que la parte actora no cumplió con la carga de demostrar la existencia de error grave en la calificación realizada por la demanda y a la confirmación de la misma por parte de otra Sala de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, cuyo dictamen no cuestionó la promotora de la litis.

La anterior decisión no fue recurrida, pero en vista de que fue totalmente contraria a los intereses de la demandante, se ordenó su consulta ante esta Sala, por lo que se remitieron las diligencias, dándose el trámite propio de la instancia. 

Una vez corrido el traslado de rigor a las partes se dispone esta Sala a resolver previas las siguientes 
CONSIDERACIONES
A esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente

PROBLEMA JURIDICO:

¿Existe mérito para anular la calificación de pérdida de capacidad laboral realizada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez a la señora Torres García?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  

Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral.

Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. 

Ahora bien, a la luz de lo dispuesto en los artículos 4º y 9º del Decreto 2463 de 2001, el concepto técnico que estas Juntas emitan calificando la pérdida de capacidad laboral de un afiliado, debe estar acorde con las directrices y procedimientos que al respecto se encuentran señalados en el Manual Único para la Calificación de la Invalidez, regulado en el Decreto Reglamentario 917 de 1999; así mismo debe estar motivado en razones de hecho construidas con base en elementos probatorios tales como: historias clínicas, reportes, valoraciones o exámenes médicos periódicos, y cualquier otro tipo de material que permita establecer relaciones de causalidad, como lo son: certificados de cargos y labores, comisiones, realización de actividades, uso de determinadas herramientas o aparatos; y en razones de derecho, que no son más que las normas que se aplican al caso concreto. 

Por su parte, el artículo 31 ibídem establece una formalidad para el dictamen que califica el estado de invalidez y es el atinente a que las Juntas de Calificación de Invalidez deben elaborar y notificar su concepto técnico en un formato especial que autoriza el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para esos fines, el cual deberá estar diligenciado y firmado por cada uno de los miembros de la Junta.

No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; y ello debe ser así, por cuanto el grado de invalidez y su origen son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 
2. ADICIÓN DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.

Dispone el artículo 287 del Código General del Proceso que, cuando el juez omita resolver sobre cualquiera de los extremos de la litis o sobre cualquier otro tema que respecto al cual debía pronunciarse de conformidad con la ley, deberá proferir sentencia complementaría.
A su vez indica la norma en el inciso 2º que el fallador de segunda instancia debe complementa la sentencia del inferior, siempre que la parte afectada haya apelado.

3. EL CASO CONCRETO
Reprocha la señora Torres García en su demanda, que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez al resolver la apelación presentada contra el dictamen proferido por su homónima regional, dispuso exámenes complementarios que finalmente no fueron considerados, al no haber sido practicados oportunamente por su EPS, pero que luego de realizados, evidencian su pérdida de capacidad en un porcentaje superior al 50%. 
En el expediente se observa a folio 294 y siguientes la calificación de pérdida de capacidad laboral realizada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez, donde le fue asignada una PCL del 26.08%, porcentaje que fue modificado por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, al resolver el recurso formulado contra la decisión proferida en primera instancia, asignándole por el mismo concepto, un total de 42.31%.
Al proceso se llamó a la Sala 4 de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, para que procediera a determinar el porcentaje real de pérdida de capacidad laboral, previa detección de errores que tuvieran incidencia en la valoración realizada por la Sala 1 de esa misma entidad al caso de la señora Torres García.  
La prueba, tal como fue decretada no mereció reparo de las partes.
En cumplimiento de tal encargo, dicha entidad presentó el dictamen visible a folio 465 y siguientes, en el que, a modo de conclusión indicó: “Revisamos la calificación proferida por la Junta Nacional previamente mencionada no encontrando error en la calificación la cual se encuentra debidamente soportada en la historia clínica que hasta la fecha de la realización de la Junta Nacional se encontraba en el expediente, historia clínica que sirvió como base para la calificación que ellos profirieron”.
Como puede observarse la entidad que fungió como perito, luego de analizar la historia clínica que sirvió de soporte a la calificación realizada por la Sala No 1º de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y el marco normativo del Decreto 917 de 1999, determinó que no merecía reparo el dictamen emitido por esa entidad, en la que se asignó a la señora Torres García una PCL del 42.31%, de origen común y estructurada el 30 de julio de 2008; no obstante, determinó que los nuevos hallazgos médicos que se presentaron con posterioridad a la calificación efectuada por la Sala 1º de esa entidad, ameritaban una nueva valoración, lo cual dejó en consideración del Juzgado, señalando que para el efecto se requería el pago de los honorarios correspondientes, tal como se advierte a folio 464 del expediente.  

De dicho dictamen se corrió traslado por el término de tres (3) días a las partes mediante auto de fecha 15 de enero de 2015, el cual trascurrió en silencio.

En firme como quedó la anterior pericia, al no haber sido cuestionada u objetada por las partes, no queda más que decir, que limitada como estaba la prueba a determinar si existió o no error en la calificación cuestionada y no habiéndose encontrado alguno, lo que correspondía era su revisión contrastada con los demás documentos que resultaran necesarios para ello.  Los diagnósticos y patologías valoradas con posterioridad a la fecha de decisión de la Sala 1º de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que lo fue el 25 de junio de 2009, si bien fueron consideradas por la homónima que sirvió como perito, lo fue para señalar que en virtud a ellos se requería un nuevo dictamen, si las partes y el juez así lo determinaban, lo cual no ocurrió.
Ahora, vale la pena aclarar que el que no hayan integrado la historia clínica analizada para proferir el experticio, tales las valoraciones de los especialistas en fisiatría, medicina interna y psiquiatría ordenadas por el segundo calificador, no resta validez al dictamen, primero porque su autorización y práctica no dependía de la Junta Nacional, sino de la Nueva EPS, entidad a la que se encontraba afiliada la accionante y segundo porque no podía suspender indefinidamente el proceso del calificación a la espera de tales diagnósticos, mismos que a pesar de haberse ordenado desde el 21 de abril de 2009 –fl 397-, a la fecha de dictamen no habían sido aportados –junio 25 de 2009; pues tales atenciones sólo se evidencian a partir del 1º de octubre de 2009 i) medicina general o por especialidad –sin definir-; ii) ortopedia el 20 de igual mes y año; iii) psiquiatría el 24 de mayo de 2010 y iv) fisiatría el 25 de junio de 2010.  Lo que evidencia que, la última valoración fue realizada un año después de proferida la decisión definitiva en sede administrativa.
Por lo anterior, no existen motivos para restarle validez a la calificación de pérdida de capacidad laboral realizada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez a la señora María Lesly Torres García, como tampoco para cuestionar el experticio rendido por la Sala No 4º de la entidad que colaboró como perito y que confirmó el grado de invalidez de ésta en un 42.31%, de origen común y con fecha de estructuración 30 de julio de 2008, por lo tanto, no se posible despachar favorablemente las pretensiones principales de la demanda.
En lo que atañe a la petición subsidiaria, si bien el juzgado no efectúo ningún pronunciamiento al respecto, dando cumplimiento al inciso 2º del artículo 287 del CGP, considera la Sala que lo lógico sería sostener que la actora, al no resultar inválida en el porcentaje exigido por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993,  para hacerse merecedora de la pensión de invalidez, tenga derecho a que se le reconozca la indemnización sustitutiva de dicha prestación; no obstante tal afirmación, por lo menos en el presente asunto, no emerge tan definitiva, en la medida en que acceder a tal pedido niega la posibilidad a la actora de alcanzar la gracia pensional a la que aspira, en el evento que su pérdida de capacidad laboral se haya incrementado desde la valoración que se le realizó en el año 2009.
Lo anterior, no resulta caprichoso si se tiene en cuenta que la PCL de la señora Torres García fue establecida en el 42.31%, lo que la ubica en un margen relativamente cercano al porcentaje mínimo -50%-  y la Sala 4º de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, al rendir su dictamen en el presente asunto indicó: “Hay evidencia imagenológica de nuevas patologías en hombros y rodillas que se desconocían para ese momento y si la paciente así lo considera ameritarían una nueva calificación para ser incluidas”.
Lo anterior explica que no resulta posible reconocer en este proceso la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, pues para definir válidamente tal pretensión, preciso resulta que se tenga certeza sobre la inexistencia del derecho pensional, tal y como lo prevé el artículo 37 de la Ley 100 de 1993.

En el anterior orden de ideas, la sentencia de primer grado será confirmada.

Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

Sin costas.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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